
Los rectores de las universida-
des ven como necesario el estu-
dio de mercado que comenzó la
Fiscalía Nacional Económica
(FNE) sobre la educación supe-
rior, e incluso detectan posibles
faltas a la competencia. 

“Nuestro sistema de educa-
ción superior es muy diverso y
en él compiten instituciones con
características muy distintas. Sin
embargo, no es un misterio para
nadie que en este hay distorsio-
nes de tipo regulatorio que lo ha-
cen menos competitivo”, dice
Federico Valdés, rector de la
Universidad del Desarrollo
(UDD). 

La FNE señaló a “El Mercu-
rio” que, en su mirada prelimi-
nar al sector, observaron indi-
cios que sugerían que la educa-
ción superior “no estaba produ-
ciendo precios competitivos y
una oferta de carreras que fuese
valiosa y pertinente, en todos los
casos, para los estudiantes y sus
familias”. 

Rol del Estado

El Estado podría ser un factor
por considerar. “El Estado no da
el mismo trato a todas las institu-
ciones, por razones históricas y
no por su desempeño y, por otra,
hay estándares establecidos cen-
tralmente que rigidizan el mer-
cado”, indica Valdés. Añade que
espera “que este estudio permita
abordar este desequilibrio con
toda franqueza”. 

“Es relevante abordar cómo el
Estado aporta al financiamiento
de la educación superior”, coin-
cide Santiago González, rector
de la Universidad Central: “El
Estado lo hace a través de la gra-
tuidad, pero también de los
aportes directos. Ahí hay una di-
ferencia relevante entre las uni-
versidades que están en el Cruch
y las que no están en el Cruch”,
afirma. Acusa allí “una distor-
sión relevante”. 

Con todo, señala que “es posi-
tivo que se haga un análisis, por-
que ello puede aportar a mejorar
las políticas públicas que hay en
torno a la educación superior”.

Regulación

Los rectores suman la regula-

ción a la que está sujeta la educa-
ción superior como un factor
que debe ser considerado. Val-
dés sostiene que “nuestro siste-
ma y, sobre todo sus alumnos, se
beneficiarían mucho con más
flexibilidad y más innovación.
Lamentablemente, los criterios
establecidos en nuestro sistema
de acreditación institucional y
de carreras limitan la competen-

cia, porque tienden a homoge-
neizar la manera en que se dictan
los programas”. 

En la misma línea, Harald Be-
yer, rector de la Universidad
Adolfo Ibáñez (UAI), quien de-
jará el cargo a partir de abril, afir-
ma que “el sistema ha ido intro-
duciendo una serie de regulacio-
nes que están encareciendo para
varias universidades los costes

de proveer educación superior”. 
Respecto al diagnóstico preli-

minar de la FNE, el exministro
de Educación comenta que “el
sistema de financiamiento estu-
diantil intenta cubrir los costos
de proveer los distintos progra-
mas más que premiar el valor
agregado que ellos otorgan. No
es raro, entonces, que la perti-
nencia de las carreras pueda no
estar al centro de las preocupa-
ciones de las instituciones de
educación superior. Por eso, se-
guramente, los programas son
más largos o menos pertinen-
tes”. Sin embargo, añade que
“esto más que el resultado de
conductas pertinentes es resul-

tado de la inercia que promue-
ven los incentivos contenidos en
las distintas regulaciones”. 

Valdés difiere de otras obser-
vaciones de la FNE. “En cuanto a
la empleabilidad y los salarios de
los egresados, el problema que
enfrenta Chile es que hace mu-
cho que dejó de crecer y eso no
tiene que ver con lo que ocurre
en las salas de clases”, indica. 

Las conclusiones

La FNE prevé entregar las
conclusiones preliminares en di-
ciembre, mientras que el infor-
me final se despacharía en mar-
zo de 2025. En la primera etapa

de indagación, la FNE ya ha en-
trevistado a algunos rectores,
aunque Beyer, González y Val-
dés afirman que aún no han con-
versado con la fiscalía. 

Beyer comenta que espera que
el estudio “provea de informa-
ción valiosa para una delibera-
ción que es muy necesaria en
educación superior”. Sin embar-
go, dice que tiene la expectativa
de que la FNE “reconozca la
complejidad del sistema y no
atribuya conductas anticompe-
titivas ahí donde algunos fenó-
menos tienen explicaciones de
otra naturaleza que distan de las
que típicamente se atribuyen a
una industria anticompetitiva”. 

Fiscalía Nacional Económica inició un análisis sobre la competencia en la educación superior:

Estudio de la FNE: Rectores valoran
iniciativa y piden que se reconozcan
los factores complejos del sector 

CATALINA MUÑOZ-KAPPES

Máximas autoridades de tres universidades consideran “valioso” que la entidad fiscalizadora examine el
sector. Acentúan que la regulación e incluso el Estado inciden en los grados de competencia del mercado. 

En diciembre de este año, la FNE entregará los resultados preliminares de su estudio de mercado sobre la educación
superior. 
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‘‘Es
positivo que se
haga un
análisis, porque
ello puede
aportar a
mejorar las
políticas
públicas que
hay en torno a
la educación
superior”.
........................................

SANTIAGO GONZÁLEZ,
RECTOR UNIVERSIDAD
CENTRAL

‘‘No es un
misterio para
nadie que en
este hay
distorsiones de
tipo regulatorio
que hacen (al
sector de la
educación
superior) menos
competitivo”.
........................................

FEDERICO VALDÉS,
RECTOR UDD

‘‘Espero
(...) que
reconozca la
complejidad del
sistema y no
atribuya
conductas
anticompetitivas
(cuando hay)
explicaciones de
otra
naturaleza”.
........................................

HARALD BEYER, RECTOR
UAI
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Dedicado a la memoria del
Presidente Sebastián Piñera

Con los ATC (Actos Terroristas
Coordinados, el mal llamado “Estalli-
do Social”), a partir de octubre
2019, la extrema izquierda y la
delincuencia quemaron y asaltaron a
medio Chile, apoyados por buena
parte de la izquierda en el Congreso.
Se acusó constitucionalmente al
Presidente Piñera, quien, contra la
oposición cerrada de dicha izquierda
y el abandono de parte de la dere-
cha, guió al país dando la “Vuelta
Larga” (G. Blumel), resistiendo la
caída al precipicio no democrático.

La gestión de la coalición de ex-
trema izquierda que gobierna desde
marzo de 2022 ha intensificado el
empobrecimiento de Chile, a través
de malas propuestas “refundaciona-
les” (reformas constitucional, previ-
sional y tributaria), intentos de
quiebra y estatización de industrias
privadas (Isapres, AFP, litio, electri-
cidad, agua) y una gestión inepta del
Estado.

El empobrecimiento económico
está a la vista. Mientras que el mun-

do creció a un 3,3% anual, este
Gobierno logró una contracción del
Imacec de 1,4% anual entre diciem-
bre de 2021 y diciembre de 2023.
Mientras que el Gobierno contrata a
miles de empleados públicos desde
marzo de 2022, el empleo privado
formal disminuye y el desempleo
aumenta. La inversión privada está
estancada, la inversión pública no se
ejecuta y la productividad sigue
cayendo.

Los chilenos, especialmente los
más vulnerables, sufren un deterioro
creciente en la calidad de la educa-
ción pública y la salud pública. Cae el
rendimiento escolar en la educación
pública y las listas de espera en la
salud pública llegan a 2,4 millones de
personas, de las cuales mueren
37.000 personas al año.

La mayor tragedia humana en
Chile ocurrió hace pocas semanas:
los incendios forestales y urbanos en
Viña del Mar, que costaron más de
135 muertos y decenas de heridos.
Pero en contraste con febrero de
2010, este drama no tuvo causas
telúricas, sino humanas. Al menos, la
explicación oficial sobre la causa
última de los incendios ha mutado
desde la opinión del ministro Montes
(“los conejos se queman y llevan el
fuego a otras zonas”) al reconoci-
miento de la intencionalidad por el
Presidente Boric (“esto es homici-
dio”). Pero no ha dicho que la mayor
causa de destrucción de biodiversi-
dad y emisión de CO2 son los incen-
dios forestales, que se han más que
duplicado debido a la ineficaz pre-
vención y gestión gubernamental.

Bajo este Gobierno, la tasa de
homicidios ha aumentado desde 3,5
a 5,0 por 100.000 habitantes y la
percepción de inseguridad ha crecido
de 82% a 91% de la población.

Desde que se relajó bajo Bachelet
II el control inmigratorio, ha llegado
a Chile más de un millón de personas
sin calificación ni educación, inclui-
dos terroristas y bandas de narco-
traficantes. En cambio, emigran de
Chile cada vez más profesionales y

técnicos de alta calificación; unos
100.000 lo han hecho desde fines de
2019.

Desde noviembre de 2021, 212
contribuyentes de alto patrimonio
han realizado procesos de cambio de
domicilio tributario para irse de
Chile; otros 488 contribuyentes de

patrimonio menor también lo han
hecho. Las salidas de capitales en los
últimos años se estiman en US$
75.000 millones. Las causas de este
éxodo de capital humano y financiero
son obvias: los ATC, la creciente
inseguridad y las propuestas de
reformas de este Gobierno.

Es improbable que este Gobierno
dé un giro en su orientación y ges-
tión. Por eso es probable que llegue-
mos a marzo de 2026 con un ingreso

por habitante inferior al de marzo de
2022. Serán cuatro años perdidos,
en condiciones de bonanza mundial.

El siguiente gobierno deberá
implementar cambios esenciales
para reconstruir las instituciones y
la confianza, reducir la delincuencia
y derrotar el terrorismo, y sentar las

bases institucionales y económicas
para reconstruir la economía chilena.
El Presidente Piñera invitó a realizar
esto construyendo una coalición am-
plia desde el centro hasta la derecha.
Construir esta coalición será el mejor
homenaje a este gran Presidente que
tuvo Chile.

Empobrecimiento y reconstrucción de Chile

KLAUS
SCHMIDT-HEBBEL

Profesor Titular,
Universidad del

Desarrollo

DESDE NOVIEMBRE DE 2021, 212 CONTRIBUYENTES DE
ALTO PATRIMONIO HAN REALIZADO PROCESOS DE

CAMBIO DE DOMICILIO TRIBUTARIO PARA IRSE DE
CHILE (…) LAS SALIDAS DE CAPITALES EN LOS

ÚLTIMOS AÑOS SE ESTIMAN EN US$ 75.000
MILLONES.
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